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Pereira, diciembre de diciembre de dos mil dieciséis
Acta número _______ de 15 de diciembre de 2016
En la fecha, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 2º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por el señor Misael Antonio Galindo Chávez y la Procuradora Judicial 15 Delegada en Asuntos Laborales contra el auto que declaró improcedentes las excepciones propuestas por Colpensiones proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, el día 12 de septiembre de 2016, dentro del proceso ejecutivo laboral que le promueve aquél, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-002-2011-01029-03.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

PRESUPUESTOS PROCESALES

Si bien el suscrito considera que en el presente asunto se configuró la nulidad procesal dispuesta en el numeral 3º del artículo 140 del C.P.C., la mayoría de la Sala no acogió tal postura y por el contrario considera que en este caso no se observaban vicios o nulidades que afectaran la actuación, encontrando que se reunen los presupuestos procesales para fallar el fondo del asunto; como a continuación pasa a hacerse.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Con el fin de que se declarara que es beneficiario del régimen de transición, para acceder a una tasa de remplazo equivalente al 90%, previa autorización del juez laboral de permitirle pagar los aportes en mora de sus empleadores, el señor Misael Antonio Chavez, inició acción laboral, la cual terminó con decisión favorable a sus intereses, respecto a dichas pretensiones.

Fue así que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, en sentencia de fecha 15 de mayo de 2012, reconoció su condición de beneficiario del régimen de transición y ordenó a Colpensiones, que liquidara la deuda que su empleador “Asociación de Comunicación” tenía con esa entidad, dentro del periodo comprendido entre el 1º de enero de 1998 y el 30 de septiembre de 1999, facultando al pensionado para cancelar el valor que arrojara dicho cálculo.

Adicionalmente, dispuso la señora juez, que una vez se realizara éste pago, Colpensiones incluyera en su historia laboral el número de semanas correspondientes a éste lapso y como consecuencia del incremento del total de semanas reportadas, efectuara la reliquidación de la mesadas pensionales, teniendo en cuenta, para liquidar el Ingreso Base de Liquidación, todos los aportes así como una tasa de remplazo equivalente al 90% resultante de 1.324 semanas.

Incumplida dicha orden por parte de Colpensiones, mediante escrito de fecha 2 de febrero de 2015, la parte actora solicitó que se librará mandamiento en contra de dicha entidad, toda vez que hasta la fecha no había dado cumplimiento la orden judicial.

Mediante auto de fecha 9 de julio de 2015, el juzgado de conocimiento, libró mandamiento de pago en contra de Colpesniones por: A) la realización del cálculo actuarial de la deuda que por aportes pensionales tiene la Asociación de Comunicación, con sus respectivos intereses; B) la reliquidación pensional teniendo en cuenta para efectos de calcular el IBL, las semanas que arrojé el anterior cálculo actuarial y una tasa de 90%; C) por las costas procesales del proceso ordinario equivalentes a $1.700.100; D) por los intereses legales generados por no pago de la suma anterior y E) por las costas del proceso ejecutivo. 
Una vez notificado de dicha decisión, Colpensiones, dentro del término conferido, propuso como excepciones de mérito las que denominó “Imposibilidad de acatar la sentencia del proceso ordinario y culpa del empleador Asociación de Comunicación” y “Buena fe”.
El fundamento de dichos medios exceptivos consistió en que mediante Resolución No GNR 28007 de 8 de agosto de 2014, procedió a efectuar la liquidación del título o bono pensional a cargo del empleador la “Asociación de Comunicación”, quien hasta la fecha no ha realizado su pago, razón por que considera necesaria su vinculación al presente trámite. 
También precisó que en virtud de lo anterior su actuar estaba revestido de buena fe, en la medida en que ha estado dispuesto al cumplimiento de su obligación legal, lo que impide que le sean impuestas otras cargas, como intereses o costas en el ejecutivo, dado que el desacato de la decisión judicial deviene del empleador moroso.  
Respecto a las costas procesales de primer grado sostuvo que el deber de asumir, por parte de Colpensiones, aquéllas a las que fue condenado el ISS, nació a la vida jurídica con la expedición del Decreto 553 del 2015. 
Al pronunciarse sobre las excepciones formuladas, la parte actora indicó que no podían ser propuestas en este proceso ejecutivo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 509 de Código de Procedimiento Civil y el numeral 2º del Código General del Proceso, porque no tiene vocación de prosperidad, pues no se encuentran enlistadas dentro de la citada normatividad.
Ahora, teniendo en cuenta que en la sentencia incumplida, se facultó al actor pagar la deuda patronal que la Asociación de Comunicación tenía con Colpensiones, respecto al periodo que va del 1º de enero de 1998 hasta el 30 de septiembre de 1999, precisó que la liquidación del título pensional efectuada por la ejecutada con miras a dar cumplimiento a la sentencia judicial, contiene un interés moratorio excesivo e injustificado, toda vez que la tardanza en determinar el monto a cancelar la sociedad morosa, es sólo imputable a  esa entidad.  
Finalmente, indicó que autoriza a la entidad ejecutada, en virtud a las cargas reciprocas impuestas a ambas partes en la sentencia que sirve como título de recaudo, que descuente del monto del retroactivo pensional que surja a su favor al realizar la reliquidación de su mesada pensional,  el valor del cálculo actuarial a que fue condenado.
En audiencia efectuada el 1º de octubre de 2015 la juez de primer grado, desestimó las excepciones formuladas, al advertir la imposibilidad de vincular al empleador moroso, toda vez que no hizo parte del proceso ordinario laboral. 

En cuanto a lo manifestado por la parte ejecutante en el escrito por medio del cual descorrió el traslado de las excepciones propuestas por Colpensiones, la funcionaria de primer grado manifestó que le asistía razón en el sentido de que los intereses liquidados en virtud al cálculo actuarial presentado por la ejecutada sólo debían correr a partir del 1º de enero de 1998 hasta el 26 de mayo de 2016, pues luego de hacer un recuento de la actuación procesal desde que se dictó la sentencia, concluyó que la llamada a juicio tenía hasta ésta última data para dar cumplimiento a la orden judicial, es decir una vez vencido el término del cual disponía para cumplir la obligación.
Inconforme con la decisión el ejecutante la recurrió, insistiendo en que no debe obrar en su contra la tardanza en la que incurrió Colpensiones para realizar el cálculo actuarial ordenado mediante decisión judicial.  Así mismo volvió sobre la petición de que le fuera autorizado el descuento de la suma que corresponda por cuenta del título pensional al valor del retroactivo que arroje la reliquidación de su mesada pensional.

La agente del Ministerio Público por su parte, trajo a colación iguales argumentos a los expuestos por la ejecutada al momento de formular las excepciones de mérito, haciendo notar la falta de exigibilidad de la obligación, en el entendido que se requiere del cumplimiento de la condición impuesta al ejecutante para que Colpensiones proceda al pago de la reliquidación ordenada.
Frente a las costas procesales del proceso ordinario, precisó que los intereses de estas debían ser liquidados a partir del 27 de marzo de 2015, fecha en la cual nació a la vida jurídica la obligación, en cabeza de Colpensiones de asumir el pago de aquéllas a las cuales fue condenado el Instituto de Seguros Sociales.
CONSIDERACIONES:

PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo estudio plantea a la Sala, los siguientes problemas jurídicos:
¿Hasta qué fecha deben ser liquidados los intereses  en el cálculo actuarial elaborado por Colpensiones en cumplimiento de una orden judicial?

¿Es procedente ordenar a través de esta acción la compensación que pretende el accionante, consistente en que se descuente del valor del retroactivo pensional la suma correspondiente al cálculo actuarial que debe asumir conforme la sentencia ejecutada?

¿Es exigible en este momento la obligación contenida en la sentencia que puso fin a la instancia, correspondiente a la reliquidación de la mesada pensional del actor?

¿A partir de qué data deben correr los intereses legales ordenados en el mandamiento de pago respecto a las costas procesales impuestas en el proceso ordinario?
1- EXCEPCIONES DE MÉRITO PROCEDENTES CUANDO EL TITULO EJECUTIVO ES UNA SENTENCIA 

La norma jurídica que regula la formulación de excepciones de mérito que se pueden proponer en el trámite de un proceso ejecutivo es el artículo 442 del Código General del Proceso, el cual dispone lo siguiente:

“EXCEPCIONES. La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas:

1. Dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del mandamiento ejecutivo el demandado podrá proponer excepciones de mérito. Deberá expresar los hechos en que se funden las excepciones propuestas y acompañar las pruebas relacionadas con ellas.

2. Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en una providencia, conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función jurisdiccional, sólo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la respectiva providencia, la de nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento y la de pérdida de la cosa debida. (Negrilla fuera de texto).
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de pago. De prosperar alguna que no implique terminación del proceso el juez adoptará las medidas respectivas para que el proceso continúe o, si fuere el caso, concederá al ejecutante un término de cinco (5) días para subsanar los defectos o presentar los documentos omitidos, so pena de que se revoque la orden de pago, imponiendo condena en costas y perjuicios.”

De la lectura de la norma citada, es fácil inferir, que en procesos ejecutivos que tienen como objeto la persecución de una obligación contenida en una sentencia, los mecanismos habilitados por la ley para atacar la acción de cobro que de dicho título se deriva son taxativos y ello es así, por cuanto la esencia de este tipo de trámites es la certeza de estar en presencia de una obligación actualmente exigible, de modo que, los argumentos que se utilicen para controvertir la misma no deben auspiciar disquisiciones sobre su existencia, sino más bien sobre su satisfacción.

De allí entonces, que se limite de esa manera el derecho de defensa que le asiste a la parte demandada en el proceso ejecutivo, a medios exceptivos que son característicos en el derecho civil por constituir los modos de extinción de las obligaciones. Y ello es así porque cualquier controversia que se pueda suscitar en relación a la existencia de las obligaciones, corresponde al escenario de los procesos declarativos.

De otra parte, es importante destacar, que el precepto analizado dispone una limitación adicional, la cual se concreta a que esas excepciones deben estar fundadas en hechos ocurridos con posterioridad a la sentencia que declaró la existencia de la obligación que es objeto de ejecución, restricción lógica, si se tiene en cuenta que, cualquier hecho que se hubiese presentado con anterioridad a la misma debió haber sido debatido en el proceso declarativo y por ende, haber sido objeto de pronunciamiento en la aludida providencia judicial.  De lo contrario, el proceso ejecutivo podría terminar convertido en una segunda oportunidad para controvertir el derecho que fue declarado mediante un proceso ordinario. 

2. DE LA COMPENSACIÓN

El Código Civil, en sus artículos 1714, 1715 y 1716 consagra la compensación como un modo de extinguirse las obligaciones de quienes son deudores entre sí, cuyas deudas sean en  dinero, o de cosas fungibles, o indeterminadas, de igual género y calidad, liquidas y actualmente exigibles.

Es entonces claro, que la compensación es un medio de extinción de las obligaciones reciprocas, en donde se releva a los deudores del cumplimiento efectivo de las misma, hasta la concurrencia de la menor de ellas, de modo que sólo deba cumplirse con el excedente de la deuda.

3. LA SENTENCIA JUDICIAL COMO TÍTULO EJECUTIVO.
Dispone el artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social que “Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación de trabajo (…) que emane de una decisión judicial en firme”, mientras que el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, vigente para el momento que se solicitó la ejecución de la condena, establece que “Pueden demandarse, ejecutivamente la obligaciones expresas, claras y exigibles que (…) emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción”.
En consideración con lo expuesto, se tiene entonces que para que sea procedente la ejecución de la sentencia dentro de un proceso ordinario laboral, se requiere que de ésta emane una obligación expresa, clara y exigible.
Respecto a la exigibilidad en las obligaciones condicionadas, el artículo 1542 de Código Civil estipula que puede exigirse su cumplimiento, una vez verificada la condición totalmente; a su vez, el artículo 490 del Código Procesal Civil, vigente para el momento en que se libró mandamiento de pago en el presente asunto, establece como requisito para la ejecución de este tipo obligaciones que debe ser aportado con la demanda “el documento público o privado auténtico, la confesión judicial del deudor rendida en el interrogatorio previsto en el artículo 294, la inspección judicial anticipada o la sentencia, que pruebe el cumplimento de dicha condición”. 
4. DE LA OBLIGACIÓN DE COLPENSIONES DE PAGAR LAS COSTAS ADEUDADAS POR EL EXTINTO INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

Frente a la obligación que le cabe a Colpensiones de pagar la costas a las que fue condenado el extinto Instituto de Seguros Sociales, debe precisarse que el día 18 de febrero de 2013, el liquidador del desaparecido Instituto de Seguros Sociales profirió la resolución 0212 dirigida a determinar la calificación y graduación de acreencias presentadas oportunamente al proceso liquidatorio, estableciendo en el CAPÍTULO VI referente a las causales generales de rechazo de los créditos presentados, específicamente en el inciso final del numeral 12 del artículo 37, que constituye causal de rechazo de las reclamaciones presentadas a la liquidación el hecho de que se trate de:

“...solicitudes de cumplimientos de fallos judiciales proferidos en contra del ISS que afecten a los fondos de prestaciones de invalidez, vejez y muerte o relacionados con el desarrollo de la función de Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida (devolución y pago de aportes pensionales, bonos pensionales, etc.), salvo en lo atinente al reconocimiento y pago de costas judiciales y agencias en derecho.”

De donde se infiere, a contrario sensu, que a la liquidación del ISS se deben presentar las costas judiciales y agencias en derecho a que haya sido condenada la entidad en su condición de administradora del régimen de prima media con prestación definida, en virtud de lo cual, no es dable pretender el cumplimiento de esa obligación en cabeza de la nueva entidad Colpensiones.
Con posterioridad a ésta decisión, mediante Decreto 553 del 27 de marzo de 2015,  el Gobierno Nacional fijó en Colpensiones, la obligación de cancelar las condenas por costas procesales y agencias en derecho a que fue condenado el Instituto de Seguros Sociales en su calidad de administrador del Régimen de Prima Media con Prestación Definida.

6. CASO CONCRETO

Lo primero que debe precisarse, es que las excepciones formuladas por Colpensiones, las cuales denominó “Imposibilidad de Acatar la Sentencia del Proceso Ordinario y Culpa del Empleador ‘Asociación de Comunicación’” y “Buena Fe”, no se encuentran enlistadas dentro de aquéllas que pueden proponerse dentro de una acción ejecutiva que pretenda el cumplimiento de una decisión judicial.
Con todo y ello procederá la Sala a resolver lo que es materia de debate, toda vez que se encuentran estrechamente relacionadas con el cumplimiento de la decisión por parte de Colpensiones, en el entendido que ésta alega haberla acatado respecto a la liquidación del título pensional, pero la parte ejecutante cuestionó la misma en relación con el extremo final de la liquidación del cálculo actuarial respecto a los intereses por mora.
Frente a éste punto, vale la pena anotar que mediante escrito de fecha 25 de febrero de 2013 el actor solicitó al Juzgado de conocimiento copia de las piezas procesales necesarias para presentar la cuenta de cobro de la sentencia, las cuales le fueron entregadas el 2 de abril de 2013 –fls 179 y 180-, siendo radicada dicha petición el 16 de abril de 2013 –fl 201-. Obra también en el proceso oficio de fecha 27 de octubre de 2014 dirigido al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira y librado por el Juzgado Cuarto de Familia de la misma ciudad, en donde le solicita, en virtud a una acción de tutela iniciada por el ejecutante contra Colpensiones, desarchirvar el expediente con el fin de obtener copias que se requirieran por ley para actar el fallo –fl 181-.

Mediante resolución No GNR 2800007 de agosto de 2014 –fl 218-, Colpensiones dejó en suspenso el cumplimiento de la sentencia de fecha 15 de mayo de 2012, confirmada por esta Corporación el 21 de noviembre de 2012, hasta tanto fuera cubierta la deuda de aportes y sus intereses por parte de la Asociación de Comunicación por los periodos comprendidos entre el 1º enero de 1998 y septiembre de 1995.

Ante el incumplimiento de la demanda, el señor Galindo Chavez, mediante escrito de fecha 2 de febrero de 2015 solicitó que se librara mandamiento de pago por las condenas contenidas en la sentencia de fecha 15 de mayo de 2012, confirmada por esta Corporación el 21 de noviembre de 2012.
La anterior reseña procesal era necesaria para concluir que la tardanza en la liquidación del cálculo actuarial de ninguna manera puede ser imputable al señor Galindo Chavez, primero porque la obligación de efectuar tal liquidación nació para Colpensiones una vez quedó ejecutoriada la sentencia de segundo grado, que lo fue el 13 de diciembre de 2012, decisión que debía conocer, pues se encontraba debidamente representado por apoderada judicial y, segundo porque el actor agotó todos los recursos a su alcance para lograr, vía administrativa el cumplimiento de la sentencia, lo cual sólo se consiguió a través de la vía ejecutiva, dado que hasta el día 7 de junio de 2016 esa entidad aportó el cálculo actuarial solicitado.
En ese sentido, distando de lo declarado por la juez de primer grado, la liquidación de los intereses de los aportes por cotización adeudados por la Asociación de Comunicación, deben comprender del 1º de enero de 1998 al 13 de diciembre de 2012, sin perjuicio de que se liquiden los intereses que correspondan entre la fecha en que se ponga en conocimiento del señor Galindo Chávez el cálculo actuarial en los términos aquí planteados y la del pago efectivo que del tal suma haga.
Ahora, en cuanto a la compensación de la suma que arroje el referido título pensional y el monto del retroactivo que le correspondería al actor por cuenta de la reliquidación de su mesada pensional, basta decir que ésta no fue una pretensión formulada en el proceso ordinario previamente adelantado, ni tal declaración hizo parte de la sentencia hoy ejecutada, es más, aun cuando se consideraran los argumentos expuestos por el recurrente, no podría accederse a esa petición, por cuanto la reliquidación de la mesada a la que fue condenada Colpensiones quedó condicionada al pago que éste haga del valor que arrojé el citado cálculo.
Este mismo argumento cabe para precisar, conforme los motivos de disenso de la representante del Ministerio Público, que la obligación contenida en el numeral 3º de la sentencia que sirve de título de recaudo, en relación con la reliquidación de la mesada pensional, no era exigible a través de esta acción, por estar sujeta al pago de la deuda de aportes pensionales con sus respectivos intereses, la que está a cargo  inicialmente de la sociedad Asociación de Comunicaciones, y en su defecto, precisamente del pensionado aquí ejecutante.    
De allí que, en consideración a que la parte actora no aportó a la solicitud de mandamiento de pago, la prueba idónea que acreditara el cumplimiento de tal condición, la cual, de ningún modo podía presentar, pues Colpensiones no había efectuado el cálculo actuarial fundamento de la obligación a su cargo, no era dable librar mandamiento de pago en contra de ésta última, por lo que, en atención a las facultades antes descritas, se revocará el literal B del auto que libró mandamiento de pago.
Finalmente, en lo que respecta a la fecha de liquidación de los intereses de las costas procesales a las que fue condenado el Instituto de Seguros Sociales en su momento, debe precisarse que en principio, la obligación de pagar costas y agencias en derechos no estuvo a cargo de Colpensiones como sucesora del ISS, en la administración el régimen de prima media, tal como se indicó líneas atrás, y en ese sentido no tendría aquélla que cumplir la orden de pago dispuesta en el literal C del auto que dio apertura a la presente ejecución; no obstante, con la expedición del Decreto 553 del 27 de marzo de 2015, el gobierno nacional situó en cabeza de la ejecutada el pago de tales acreencias.
Es por ello que Colpensiones está llamada a responder por las costas generadas en el proceso ordinario laboral iniciado en contra del Instituto de Seguros Sociales, sólo a partir de la publicación de dicha normatividad, por lo tanto los intereses legales por el no pago de las costas procesales por valor de $1.700.000, pueden correr desde el 27 de marzo de 2015.

Lo anterior es así, porque no es dable favorecer al ejecutante, cuando en la oportunidad indicada no presentó la reclamación correspondiente al pago de las costas procesales en el proceso liquidatorio del cual era objeto el Instituto de Seguros Sociales, donde de haber intervenido muy seguramente habría sido satisfecha la obligación.
En consideración con lo expuesto, la Sala revocará el literal B del auto que libró mandamiento de pago y modificará el literal D, del mismo para precisar que los intereses legales sobre las costas procesales del proceso ordinario que se encuentran  insolutas, corren a partir del 27 de marzo de 2015 y hasta que se haga efectivo el pago.
Así mismo, se modificará el ordinal segundo del auto por medio del cual fueron resultas las excepciones formuladas por Colpensiones, con su respectiva aclaración, para indicar que los intereses del nuevo cálculo actuarial que deberá efectuar la ejecutada, correrán del 1º de enero de 1998 hasta el 13 de diciembre de 2012, sin perjuicio de que se liquiden los intereses que corresponda entre la fecha en que se ponga en conocimiento del señor Galindo Chávez, el nuevo cálculo actuarial y la fecha en que se haga el pago efectivo de la suma adeudada.
El ordinal quinto, será modificado para condenar a Colpensiones al pago de costas en un 50 %.

Costas en esta sede no se causaron.

En mérito de  lo expuesto,  la  Sala de Decisión  Laboral del Tribunal  Superior del 

Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 RESUELVE

PRIMERO. – REVOCAR el literal B del auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el nueve (9) de julio de 2015.
SEGUNDO.- MODIFICAR el literal D de la misma providencia, en el sentido de que los intereses legal sobre el valor de las costas procesales liquidadas en el proceso ordinario laboral de primera instancia, correrán a partir del 27 de marzo de 2015 y hasta que se haga efectivo el pago.
TERCERO: MODIFICAR el ORDINAL SEGUNDO del auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 12 de septiembre de 2016,  aclarado en la misma providencia, para precias que los intereses moratorios que deberá liquidadar  Colpensiones al momento de efectuar el cálculo actuarial de la deuda patronal de la “Asociación de Comunicación” en el periodo comprendido entre el 1º de enero de 1998 y el 30 de septiembre de 1999, correrán del 1º de enero de 1998 hasta el 13 de diciembre de 2012, sin perjuicio de que se liquiden los intereses que correspondan entre la fecha en que se ponga en conocimiento del señor Misael Antonio Galindo Chávez
TERCERO: MODIFICAR el ORDINAL QUINTO del mismo auto para condenar al Colpensiones al pago de costas de primera instancia en un 50%.

Sin costa en esta instancia
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Salva voto
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA    

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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